[image: image1.jpg]




Página 6
Exp. 126/2024/1
5 

[image: image2.jpg]


Página 5
Exp. 126/2024/1

TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

PRIMERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 126/2024/1
PARTE ACTORA: 

******** ******* ****
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTOR DE RECAUDACION Y POLITICA FISCAL DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. JOSÉ DE JESÚS MORENO ROMO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, veintiséis de noviembre de dos mil veinticuatro.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo 126/2024/1; y,
R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Demanda de nulidad. Por escrito recibido el primero de febrero de dos mil veinticuatro, ******** ******* ****, compareció por derecho propio a demandar la nulidad de las resoluciones de veintiocho de noviembre de dos mil veintitrés, atinente a los créditos fiscales números 166184 y 166153, emitidas por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí.
SEGUNDO.- Admisión de la demanda. El trece de febrero de dos mil veinticuatro se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado con la copia de la misma y sus anexos a la autoridad señalada como demandada, emplazándola para que en el término de ley formulara su contestación. En dicho proveído se tuvo a la actora por ofrecidas las pruebas que anunció en su escrito de demanda.
TERCERO.- Contestación de la demanda. Por oficio SF/PF/273/2024 del Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, ingresado el veintiocho de febrero del presente año, la autoridad demandada contestó la demanda y ofreció pruebas. A esto, recayó acuerdo de veintinueve de febrero siguiente donde se le tuvo por contestando la demanda y ofreciendo pruebas a la autoridad. Asimismo, se otorgó el plazo de diez días a la parte actora para que promoviera su ampliación de demanda, de conformidad con el artículo 237, fracción IV del Código Procesal Administrativo. 

CUARTO.- Preclusión del derecho a formular la ampliación de demanda. En acuerdo de cinco de abril del año en curso, se tuvo a la actora por precluido su derecho de ampliar la demanda en virtud de que no lo hizo dentro del plazo que le fuera otorgado, por lo que se admitieron las pruebas ofrecidas por las partes y se fijó fecha para la celebración de la audiencia de ley.
QUINTO.- Audiencia de ley. Siendo las nueve horas del diecinueve de abril de dos mil veinticuatro, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito inicial de demanda así como al oficio de contestación de la misma; se hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por la parte actora, y las ofrecidas por la autoridad demandada; en período de pruebas, se tuvieron por desahogadas dada su propia y especial naturaleza el material probatorio consistente en documentales, presuncional legal y humana e Instrumental de actuaciones; se hizo constar que no existían pruebas por desahogar y en período de alegatos se dio cuenta que ninguna de las partes formuló alegatos; quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, citándose el presente expediente para su resolución.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Competencia.  Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa con residencia en la ciudad de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción III, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad fiscal de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- Existencia del acto. Se procede a precisar el acto impugnado, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 249 fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, con la finalidad de lograr congruencia entre lo pedido y lo resuelto.

De la lectura integral de la demanda, se advierte que lo que reclama la parte actora son las resoluciones de veintiocho de noviembre de dos mil veintitrés, atinentes a los créditos fiscales números 166184 y 166153, emitidas por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí; acto que quedó acreditado con las documental que es visible a fojas 06 frente a la 09 vuelta de los autos, con el valor probatorio que le confiere el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

TERCERO.- Oportunidad de la demanda. La demanda de nulidad de que se trata, fue presentada dentro del término de treinta días a que se refiere el artículo 24, fracción I, inciso a), del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, como se advierte del cuadro que se inserta a continuación:

	Fecha de los Actos Impugnados
	Fecha de Notificación
	Fecha en que surtió efectos
	Plazo de 30 días transcurrió
	Fecha de presentación de la demanda

	13 de diciembre de 2023
	07 de diciembre de 2023
	08 de diciembre de 2023
	11 de diciembre de 2023 al 08 de febrero de 2024

	01 de febrero de 2024


Como se desprende que cuadro inserto, la interposición de la demanda es oportuna, porque a la fecha de presentación de la misma se encontraba transcurriendo el plazo para su promoción.

CUARTO.- Legitimación. De acuerdo con lo que precisa el artículo 221, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Primera Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.

En lo que respecta a la parte actora, la personalidad e interés jurídico de la misma no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio, de acuerdo con el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y es el caso que acompaña la resolución impugnada; mediante la cual, se le impone diversas multas, la cual se encuentra a su nombre, de ahí su legitimación e interés para intervenir en el presente asunto.
En cuanto a la legitimación de la autoridad demandada quien comparece a través de Vicente Torre Delgadillo, en su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, resalta que en términos de lo previsto en el artículo 220, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se le tuvo por reconocida su personalidad según las consideraciones del proveído de veintinueve de febrero de dos mil veinticuatro, aunado a que acompaño copia certificada del nombramiento con el que quedó justificada la calidad con la que compareció.
QUINTO.- Causales de improcedencia. Sea que las partes lo aleguen o no, en el presente asunto se procede analizar si en el caso opera alguna causa de improcedencia o sobreseimiento, por tratarse de una cuestión de orden público, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En ese tenor, esta Primera Sala Unitaria practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualicen, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

SEXTO.- Conceptos de impugnación. Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora son visibles a fojas 02 vuelta a 04 vuelta del sumario, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyo rubro es el siguiente:“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.”

SÉPTIMO.- Decisión. Es fundado el primero de los conceptos de impugnación y suficiente para conceder la anulación de los actos controvertidos.

Aduce la accionante en el primero de sus agravios, que se vulnera el artículo 16 Constitucional en relación con el diverso artículo 38 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, ya que en las resoluciones impugnadas, la autoridad procede a determinar multas a su cargo, bajo el argumento de que derivan del hecho de no presentar declaraciones y formulario de pago, correspondiente a los meses y tipo de impuesto por citados, los que fueron solicitados mediante requerimiento, para lo cual se invocan como fundamento legal los artículos 29 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí así como artículo 153, fracción I, en relación con el diverso 154, fracción I, del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí.

Empero, dice la actora que la autoridad pretende imponerle una serie de multas a su cargo cuando los adeudos fiscales ya han prescrito, ello porque la obligación de pago de un crédito fiscal prescribe a favor del contribuyente en un plazo de cinco años a partir de que pudo ser legalmente exigido, plazo que solo puede ser interrumpido con la notificación formal de un acto dentro del procedimiento administrativo de ejecución o ante el reconocimiento expreso o tácito del crédito por parte del deudor.

En ese orden, dice la accionante que en el caso que nos ocupa, es evidente que hasta el momento de la presentación de su demanda, no le ha sido notificada ninguna gestión de cobro, ya que del día antes referido a la fecha de presentación de la demanda, ha transcurrido en exceso, el término legal de cinco años para hacer exigible el pago del citado adeudo.

Del agravio reseñado se obtiene que la parte actora hace valer la prescripción de las sanciones que le fueron determinadas en las resoluciones impugnadas, motivo de disenso que como se adelantó, resulta fundado pero bajo el estudio de la figura de la caducidad de las atribuciones para la imposición de sanciones, que es la esencia del agravio vertido por el enjuiciante y que así se analiza conforme a la causa de pedir.

En el sentido jurídico encontramos que la caducidad es la sanción que la ley impone al fisco por su inactividad e implica la pérdida o extinción de una facultad o derecho para determinar, liquidar o fijar en cantidad líquida una obligación fiscal, de ahí que la figura en comento, pertenezca al derecho adjetivo o procesal y tiene un término de cinco años para que se extingan las facultades de las autoridades fiscales para comprobar el cumplimiento de las obligaciones y disposiciones tributarias, determinar las contribuciones omitidas y sus accesorios, así como para imponer sanciones por infracciones a dichas disposiciones.

Bajo ese contexto, la caducidad y la prescripción, son dos figuras extintivas contempladas en el Código Fiscal del Estado, en el que se define la caducidad cómo la pérdida de la facultad de la autoridad hacendaria de iniciar sus facultades de comprobación y determinación de un crédito fiscal al contribuyente así como para la imposición de sanciones, mientras que la prescripción consiste en la pérdida de la facultad de cobrar al contribuyente un crédito fiscal previamente determinado derivado de su falta de interés, así como la pérdida del contribuyente de poder solicitar la devolución de un saldo a favor o pago de lo indebido por su falta de interés de requerirlo.

De lo expuesto y atendiendo a la causa de pedir obtenida del argumento de invalidez planteado por la demandante, tenemos que en el presente caso, la figura aplicable corresponde a la caducidad, misma que se recoge en el numeral 37 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, que en la parte que interesa establece lo siguiente:

“ARTICULO 37.- Las facultades de las autoridades para comprobar el cumplimiento de obligaciones fiscales de pago de contribuciones y accesorios, así como presentación de declaraciones, avisos y documentos, al igual que para determinar créditos fiscales, caducan en cinco años, contados a partir de la fecha en que se haya presentado la información necesaria para que la autoridad hubiera podido determinar la obligación o, en su defecto, a partir de la fecha en que haya ocurrido el hecho generador de la obligación o vencido el plazo para su cumplimiento.

(…)”
Como puede verse, en el caso que nos ocupa, y por lo que hace al caso que nos ocupa, las facultades de las autoridades fiscales para imponer sanciones por infracciones a las disposiciones fiscales, se extinguen en el plazo de cinco años contados a partir del día siguiente a aquél en que se hubiere vencido el plazo para el cumplimiento de la obligación fiscal. 

Finalmente, la norma en consulta prevé que el contribuyente pueda, en vía de excepción, invocar la caducidad de las facultades de la autoridad, como en el caso acontece.  

Ahora bien, de las resoluciones impugnadas, visibles a fojas 6 y 7 de autos, mismas que han sido previamente valoradas, se desprende que la autoridad impone a la aquí demandante, sendas  multas por infracción a las disposiciones fiscales que cita en dichas determinaciones, las que para mayor comprensión, se reproducen de manera digital:

SE INSERTAN IMAGENES
De las imágenes reproducidas, a las que se les confiere pleno valor probatorio; se desprende que a la aquí actora se le están determinando multas por no presentar las declaraciones y formularios de pago de los meses de noviembre y diciembre de dos mil diecisiete, enero, febrero, abril y mayo de dos mil dieciocho, señalados en dichas resoluciones y a las que estaba obligada, de conformidad con el artículo 29 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí; las que además se establece le fueron solicitadas mediante requerimientos de autoridad números 38/18-0000000004 y 61/18-0000000002, notificados los días cinco y treinta de julio de dos mil dieciocho, respectivamente, documentos que además fueron aportados por la demandada al producir su respectiva contestación, en unión de sus actas de notificación correspondiente, documentales que constan a fojas 22 a la 26 del presente sumario.

Así, encontramos que conforme a las resoluciones impugnadas, la autoridad demandada atribuye a la actora el carácter de contribuyente y sujeto obligado a la presentación de las declaraciones del pago provisional del Impuesto Sobre Servicios de Hospedaje, declaraciones que indica omitió presentar y que correspondían a los meses citados en las referidas resoluciones.

Bajo ese orden y considerando que la exactora estableció que la aquí demandante fue omisa en presentar las declaraciones y formularios de pago de los meses de noviembre y diciembre de dos mil diecisiete, enero, febrero, abril y mayo de dos mil dieciocho; debe tenerse en cuenta lo que al efecto dispone el numeral 34 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, mismo que señala el momento en que se debe de cumplir con la obligación de presentar la declaración respectiva, precisándose en dicho numeral, lo siguiente:
“ARTÍCULO 34. Los prestadores de servicios de hospedaje deberán calcular el impuesto y trasladarlo al momento del cobro, y enterar el monto recaudado por cada mes de calendario, mediante declaración que presentarán ante las oficinas recaudadoras o establecimientos autorizados, correspondientes al domicilio del prestador de los servicios de hospedaje, utilizando para tal efecto, los formatos aprobados por la Secretaría de Finanzas. La declaración se presentará en los plazos siguientes: 

(REFORMADA, P.O. 04 DE JULIO DE 2020) 

I. Tratándose de personas físicas, a más tardar el día 19 siguiente al mes en que se retuvo el impuesto; 

(REFORMADA, P.O. 04 DE JULIO DE 2020) 

II. Tratándose de personas morales a más tardar el día 17 siguiente al mes en que se retuvo el impuesto, y 

(ADICIONADA, P.O. 04 DE JULIO DE 2020) 

III. Tratándose de personas físicas o morales obligadas a retener y enterar el impuesto en términos del párrafo último del artículo 29 de este capítulo, a más tardar el día 17 siguiente al mes en que se cause y retenga el impuesto.”

Como se advierte del numeral reproducido, las personas físicas prestadoras de servicios de hospedaje deberán calcular el impuesto y trasladarlo al momento del cobro, y enterar el monto recaudado por cada mes de calendario, mediante declaración que presentarán ante las oficinas recaudadoras o establecimientos autorizados, a más tardar el día diecinueve del mes siguiente al en que se retuvo el impuesto, de donde, si conforme a la omisión que fue detectada y requerida según los documentos aludidos en párrafos precedentes, se obtiene que se atribuye a la contribuyente  aquí actora que fue omisa en presentar las declaraciones y formularios de pago de los meses de noviembre y diciembre de dos mil diecisiete, enero, febrero, abril y mayo de dos mil dieciocho, debe decirse que el pazo para presentar la declaración respecto de esos periodos correspondía efectuarse en los plazos que enseguida se indica:
	PERIODO/EJERCICIO
	PLAZO PARA PRESENTAR DECLARACIÓN

	NOVIEMBRE 2017
	19 de diciembre de 2017

	DICIEMBRE 2017
	19 de enero de 2018

	ENERO 2018
	19 de febrero de 2018

	FEBRERO 2018
	19 de marzo de 2018

	ABRIL 2018
	19 de mayo de 2018

	MAYO 2018
	19 de junio de 2018


De la óptica anterior, se tiene que el plazo de cinco años con el que contaba la autoridad para sancionar la omisión en el cumplimiento de la obligación de presentar las declaraciones y formularios de pago de los meses de noviembre y diciembre de dos mil diecisiete, enero, febrero, abril y mayo de dos mil dieciocho respecto del pago provisional del Impuesto Sobre Servicios de Hospedaje, se actualizaba en los términos siguientes:

	PERIODO/EJERCICIO
	PLAZO PARA PRESENTAR DECLARACIÓN
	FECHA EN QUE SE INCURRE EN OMISION POR NO PRESENTAR DECLARACIÓN
	FECHA DE VENCIMIENTO DEL PLAZO DE 5 AÑOS PARA SANCIONAR

	NOVIEMBRE 2017
	19 de diciembre de 2017
	20 de diciembre de 2017
	20 de diciembre de 2022

	DICIEMBRE 2017
	19 de enero de 2018
	20 de enero de 2018
	20 de enero de 2023

	ENERO 2018
	19 de febrero de 2018
	20 de febrero de 2018
	20 de febrero de 2023

	FEBRERO 2018
	19 de marzo de 2018
	20 de marzo de 2018
	20 de marzo de 2023

	ABRIL 2018
	19 de mayo de 2018
	20 de mayo de 2018
	20 de mayo de 2023

	MAYO 2018
	19 de junio de 2018
	20 de junio de 2018
	20 de junio de 2023


Como puede verse del cuadro reproducido y al margen de lo establecido en las disposiciones materia de consulta, se tiene que la autoridad contaba con el plazo de cinco años para sancionar las omisiones detectadas por la no presentación de las declaraciones y formularios de pago de los meses de noviembre y diciembre de dos mil diecisiete, enero, febrero, abril y mayo de dos mil dieciocho, del pago provisional del Impuesto Sobre Servicios de Hospedaje, siendo que al veinte de junio de dos mil veintitrés, era la última fecha en la que se tenía vigente la atribución para sancionar las infracciones a las disposiciones fiscales, de donde, si conforme a las resoluciones impugnadas se advierte que estas fueron emitidas el veintiocho de noviembre de dos mil veintitrés y notificadas el siete de diciembre de dos mil veintitrés, es evidente que el plazo de cinco años había transcurrido, de donde es dable concluir que las facultades de la autoridad para sancionar las obligaciones omitidas correspondientes a la presentación de las declaraciones del pago provisional del Impuesto Sobre Servicios de Hospedaje de los meses de noviembre y diciembre de dos mil diecisiete, enero, febrero, abril y mayo de dos mil dieciocho, se encontraban caducas.
En razón del motivo expuesto, se declara la nulidad total de las resoluciones de veintiocho de noviembre de dos mil veintitrés, atinente a los créditos fiscales números 166184 y 166153, emitidas por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en virtud de que a la fecha en que sancionó a la parte actora por el incumplimiento a la obligación de presentar las declaraciones y formularios de pago de los meses de noviembre y diciembre de dos mil diecisiete, enero, febrero, abril y mayo de dos mil dieciocho, del pago provisional del Impuesto Sobre Servicios de Hospedaje; ya se habían caducado las atribuciones de la autoridad fiscal para imponer las sanciones por infracción a las disposiciones fiscales.

Con base en lo expuesto con antelación, esta Primera Sala Unitaria resuelve decretar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de las resoluciones de veintiocho de noviembre de dos mil veintitrés, atinente a los créditos fiscales números 166184 y 166153, emitidas por el Director de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, conforme a las consideraciones legales expuestas en el presente considerando, pues se actuó en contravención a lo establecido en el artículo 16 Constitucional, en concordancia con el artículo 46, fracción IV, del Código Fiscal del Estado, por lo que se actualiza la causal de ilegalidad prevista en el numeral 250, fracción II, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luís Potosí, por lo que se deja sin efecto legal alguno dichas resoluciones.

De lo anterior, resulta innecesario el estudio de los demás conceptos de violación, de conformidad con el criterio emitido por la tesis de jurisprudencia que se cita:

“CONCEPTOS DE VIOLACION ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja.”

Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y numerales 249, 250, fracción II, y 251, del Código Procesal Administrativo para el Estado; es de resolverse y se RESUELVE:
ÚNICO.- Se declara la NULIDAD de las resoluciones impugnadas, dejándolas sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos precisados en el último considerando de la presente sentencia.

Notifíquese

Así lo resolvió y firma, la Licenciada Ma. Eugenia Reyna Mascorro, Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Eduardo Peredo Gómez, que autoriza y da fe. 
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí,  concatenados con los artículos 3, fracción VIII, IX, 5 y 6 de la Ley de Protección de Datos Personales del Estado de San Luis Potosí.

� Según el artículo 24, fracción I, inciso a), del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí. 


� Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618





